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i. Prefacio 
Carlos Díaz-Rosillo, Ph.D. 
Director Fundador 
The Adam Smith Center for Economic Freedom, Florida International University

 
Recuperando el Legado de la Libertad 

La conmemoración del 250 aniversario de la Declaración de 
Independencia de los Estados Unidos y la publicación de La 
Riqueza de las Naciones de Adam Smith sirve como un recor-
datorio profundo de que la prosperidad humana está indisolu-
blemente ligada a la libertad individual y al estado de derecho. 

Este legado de libertad se ve cada vez más comprometido por 
el peso de la complejidad administrativa, que funciona como 
un grillete invisible sobre la sociedad moderna. La burocracia, 
aunque originalmente destinada a proporcionar una gobernanza 
racional, ha evolucionado hasta convertirse en una barrera for-
midable que obliga a los emprendedores a tratar su derecho 
inherente a producir como una mera concesión otorgada por 
el Estado a través de un sinfín de trámites y discrecionalidad 
oficial. Esta carga no es simplemente un inconveniente técnico, 
sino un desafío ético que asfixia el potencial creativo de los 
individuos y socava la prosperidad de las naciones.

En el momento en que el Centro Adam Smith para la Libertad 
Económica presenta la sexta edición del Índice de Burocracia, 
vamos más allá de la teoría abstracta para ofrecer una cuan-
tificación rigurosa de este drenaje administrativo a lo largo 
de todo el ciclo de vida empresarial. Al analizar las etapas de 
apertura, operación y -por primera vez en esta edición- cierre 
de un negocio en 27 naciones, la investigación revela una rea-
lidad preocupante para una muestra que representa el 94% del 

PIB de América Latina y el Caribe y el 59% de Europa. Las 
pequeñas empresas de estas regiones, que son los principales 
motores del empleo, se ven a menudo obligadas a navegar por 
un laberinto donde la formalización tarda casi diez meses y la 
salida del mercado puede consumir dos años de esfuerzo impro-
ductivo. Estos retrasos representan un desperdicio masivo de 
capital humano y atrapan recursos en estructuras ineficientes, 
creando una desconexión entre el diseño institucional y la rea-
lidad económica.

El camino a seguir requiere algo más que la simple adopción 
de nuevas tecnologías, que corren el riesgo de limitarse a auto-
matizar las ineficiencias existentes si no van acompañadas de 
una profunda reforma institucional. Este índice sirve como una 
herramienta empírica para guiar una transición de una cultura 
de control estatal a una de facilitación genuina, proporcionando 
los datos necesarios para desmantelar las barreras que impiden 
a las personas construir su propio bienestar. 

Al reducir el peso del aparato administrativo, podemos asegurar 
que los principios de libertad consagrados en la Declaración de 
Independencia y en La Riqueza de las Naciones desde hace dos 
siglos y medio sigan siendo la base del crecimiento en una era 
de rápidos cambios globales. Es a través de este compromiso 
con la libertad institucional que podremos liberar el espíritu 
humano para innovar, competir y florecer una vez más.
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ii. Palabras de la coordinación	
Sary Levy-Carciente 
Autora y coordinadora 
The Adam Smith Center for Economic Freedom, Florida International University

En 2026 honramos la libertad como el élan vital del individuo y 
eje de la sociedad. Coinciden los 250 años de la Declaración de 
Independencia de los Estados Unidos y de la publicación de ‘An 
Inquiry into the Nature and Causes of the Wealth of Nations’, 
obra cumbre de Adam Smith. Ambos hitos, acaecidos en 1776, 
establecieron que la prosperidad de las sociedades reside en 
la libertad individual, la soberanía de la ley y la capacidad del 
mercado para generar prosperidad. Sin embargo, dos siglos y 
medio después, la burocracia excesiva persiste como una ‘traba 
invisible’, una carga que erosiona la competitividad y limita el 
derecho de los ciudadanos a generar bienestar.

En el marco de esta conmemoración, un escenario global frac-
turado por la geopolítica y con presiones socio-económicas 
importantes, la eficiencia del Estado trasciende lo técnico: es 
hoy un imperativo ético para salvaguardar la libertad. Si bien 
la revolución de la inteligencia artificial y la digitalización 
prometen derribar estructuras obsoletas, la tecnología por sí 
sola no es suficiente; es obligatoria una revisión profunda de 
la intervención estatal, y asegurarnos que la innovación sea 
el motor de una libertad real y no una capa de control enmas-
carada.

El Adam Smith Center for Economic Freedom de la Florida 
International University presenta con orgullo la sexta edición 
del Índice de Burocracia. Ella marca un nuevo hito en nuestra 
trayectoria: hemos consolidado una red de investigación que 
actualmente cubre 27 naciones -que significan el 94% del PIB 
latinoamericano y caribeño y el 59% del europeo- afianzán-
donos como referencia y otorgando a nuestros hallazgos rele-
vancia estadística.

Este esfuerzo es el resultado del trabajo articulado con centros 
de pensamiento e investigadores de primer nivel en cada país, a 
quienes expreso mi más profundo reconocimiento por su rigor 
y profesionalismo. Deseo distinguir especialmente la labor del 
economista Leonardo Siles, cuya responsable y dedicada asis-
tencia fue fundamental para la culminación de esta edición, 
así como de la estadística Karen Tizado, cuyo experto apoyo 
en el procesamiento cuantitativo permitió dotar de mayor pro-
fundidad y precisión al análisis de los resultados.

El proyecto ha contado en esta edición con el respaldo de Tem-
pleton World Charity Foundation, cuyo aporte además del 
soporte financiero significa un aval a la relevancia y calidad 
técnica de nuestro proyecto. En esta acción reconocemos la 
participación de Roberto Salinas León.

Mi especial agradecimiento al Dr. Carlos Díaz Rosillo, Director 
Fundador del Adam Smith Center for Economic Freedom, por 
ser un pilar fundamental en el avance de esta investigación y en 
su alcance global. Mi gratitud se extiende a todo el equipo del 
Centro, cuya eficiencia logística y administrativa hizo posible 
la consecución de este informe.

Hace 250 años, se sembraron las semillas de un mundo basado 
en entornos de libertad. Al presentar el Índice de Burocracia 
2026, reafirmamos nuestro compromiso de proveer la evidencia 
necesaria para que esas semillas sigan floreciendo en econo-
mías más abiertas, transparentes y prósperas para todos.
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iii. Síntesis ejecutiva

A pesar de las promesas recurrentes de simplificación adminis-
trativa, la gobernanza moderna enfrenta la paradoja de la sobre-
carga burocrática. Esta proliferación normativa no es fortuita; 
responde a incentivos estructurales como las cascadas regulato-
rias en sistemas multinivel y la presión política por legislar ante 
cualquier demanda social. Aunque la transformación digital y 
la inteligencia artificial surgen como herramientas para mitigar 
esta carga, su implementación sin un diseño institucional rigu-
roso corre el riesgo de automatizar la ineficiencia, en lugar de 
facilitar la libertad económica. 

Por ello, la calidad burocrática debe entenderse como un factor 
de producción esencial; su simplificación y transparencia no 
solo combaten la corrupción y la captura del Estado, sino que 
son fundamentales para garantizar que la administración pública 
funcione como un facilitador del dinamismo social y el res-
peto de la ley.

Finalmente, la burocracia actúa como un filtro determinante en 
el ciclo de vida de las empresas, afectando con especial seve-
ridad a las MiPyMEs, que representan el motor del empleo 
global. Las barreras de entrada por trámites onerosos incen-
tivan la informalidad, mientras que la acumulación de exigen-
cias para su normal funcionamiento les impide crecer. En la 
fase de salida, los procesos de liquidación complejos atrapan 
capital improductivo, además de distorsionar las estadísticas.

En virtud de lo anterior, disponer de un diagnóstico pormeno-
rizado sobre los obstáculos que enfrenta el sector productivo 
resulta crucial. El Índice de Burocracia asume este reto en su 
sexta edición, marcando una evolución estructural al analizar 
de forma integral los tres hitos del ciclo de vida empresarial: 
la apertura, el funcionamiento y el cierre. Esta visión de 360 
grados permite localizar con exactitud las mayores trabas a la 
libertad económica en cada etapa, un fortalecimiento analítico 
que se complementa con una expansión geográfica sin prece-
dentes al extender nuestro alcance a 27 naciones de América 
Latina, el Caribe y Europa. 

En conjunto, la muestra representa el 12% de la población mun-
dial y cerca del 21% del producto global. Destaca la cobertura 
en América Latina y el Caribe, donde alcanza el 94.4% de la 
población y el 94.3% del PIB. Por su parte, Europa está repre-
sentada en un 50% de su población y un 59% de su producto; 
específicamente, la Unión Europea registra una representati-
vidad del 60% y 63%, respectivamente. Estas cifras subrayan 
la relevancia y el alcance de los resultados obtenidos en este 
estudio.

El Índice de Burocracia es una métrica que exhibe el tiempo 
–medido en horas– que exigen los trámites burocráticos a las 
empresas, tanto para su apertura hasta su puesta en marcha, 
para mantenerse en funcionamiento formal y legalmente y 
para su eventual cierre.

El estudio sistematiza la carga administrativa de la empresa 
mediante una estructura de categorías: cinco grupos para los 
trámites de apertura, tres para los de funcionamiento continuo 
y tres para los procesos de cierre de la empresa. 

Para contextualizar los resultados, se realizó un análisis exhaus-
tivo de la estructura productiva de cada país, con énfasis en las 
actividades desarrolladas por las pequeñas empresas en los sec-
tores primario, secundario y terciario. Además, se evaluaron los 
criterios que definen a una pequeña empresa, que incluyen valor 
de la facturación, número de empleados y valor de activos. En 
general, las definiciones nacionales incluyen al menos dos de 
estos criterios, ya sea combinados mediante relaciones mate-
máticas o diferenciados según el sector económico.

Al examinar las definiciones de pequeña empresa, se observa 
que los países emplean principalmente tres criterios: el número 
de empleados, el volumen de facturación y el valor de los 
activos. En cuanto a la fuerza laboral, el rango predominante 
oscila entre los 10 y 50 trabajadores. Existe una marcada hete-
rogeneidad en los niveles máximos de facturación anual, con un 
rango que oscila entre los USD 20 mil y los USD 60 millones, 
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Índice de Burocracia. Etapas y Grupos de trámites 

       
APERTURA 

      
FUNCIONAMIENTO 

 
CIERRE 

• Identificación y registro 
• Entes nacionales 
• Entes municipales 
• Servicios básicos 
• Específicos  

• Adm. del empleo 
• Adm. de las operaciones 
• Otros 

• Disolución 
• Liquidación 
• Registro y Notificación 

 
Al examinar las definiciones de pequeña empresa, se observa que los países emplean 
principalmente tres criterios: el número de empleados, el volumen de facturación y el valor de los 
activos. En cuanto a la fuerza laboral, el rango predominante oscila entre los 10 y 50 trabajadores. 
Existe una marcada heterogeneidad en los niveles máximos de facturación anual, con un rango que 
oscila entre los USD 20 mil y los USD 60 millones, reflejando las disparidades y dimensiones de 
las economías. El nivel de activos se utiliza como criterio en solo seis países de la muestra y los 
umbrales desde un máximo de USD 100 mil hasta USD 50 millones.  
El Índice de Burocracia de Apertura 2026 revela una debilidad crítica: formalizar una pequeña 
empresa requiere unas 1,638 horas (9.5 meses laborales). Esta carga no está relacionada con el 
nivel de ingresos ni de desarrollo del país, sino al compromiso nacional con la eficiencia 
institucional. El sector primario es el más afectado, mientras que los trámites específicos por 
actividad constituyen el principal cuello de botella. Tomando en cuenta el desempeño en los cinco 
grupos de trámites de apertura, el clúster de países mejor posicionados es el conformado por: 
Brasil, Chile, República Dominicana, Ecuador, España, Francia, Guatemala, Guyana, Italia, 
México, Portugal, Paraguay, El Salvador, Ucrania y Uruguay. 
El Índice de Burocracia de Funcionamiento 2026 revela que una pequeña empresa debe dedicar, 
en promedio, 1,178 horas anuales para mantener su operatividad formal. Esto equivale al 57% 
del tiempo de un trabajador dedicado exclusivamente a tareas administrativas, obligando en ciertos 
casos a contratar hasta dos personas para este fin. El sector secundario es el más impactado, y la 
mayor carga proviene de certificaciones, licencias y obligaciones tributarias o de seguridad laboral, 
que conforman el núcleo de la parálisis administrativa en las 27 naciones analizadas. Tomando en 
cuenta el desempeño en los tres grupos de trámites de funcionamiento, los clústeres de países mejor 
posicionados son los constituidos por 19 países: Argentina, Brasil, Costa Rica, República 
Dominicana, España, Francia, Reino Unido, Italia, México, Ucrania, Uruguay, Bolivia, Chile, 
Ecuador, Guyana, Honduras, Portugal, Paraguay, El Salvador. 
El Índice de Burocracia de Cierre 2026 evidencia que el cese formal de una pequeña empresa es 
un proceso extremadamente oneroso que requiere, en promedio, 3,654 horas (casi dos años de 
gestión). El problema reside principalmente en la etapa de liquidación, que consume el 60% del 
tiempo total, seguida por el registro y la notificación. Mientras algunos países resuelven el cierre 
en menos de 350 horas, casos extremos como Guyana y República Dominicana registran periodos 
de 6 y 9 años. Tomando en cuenta el desempeño en los tres grupos de trámites de cierre, los 
clústeres constituidos por Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, Ecuador, España, Honduras, 
Panamá, Paraguay, Chile, Costa Rica, Francia, Guatemala, Italia, Portugal, El Salvador, Ucrania y 
Uruguay son los mejor posicionados. 



reflejando las disparidades y dimensiones de las economías. El 
nivel de activos se utiliza como criterio en solo seis países de 
la muestra y los umbrales desde un máximo de USD 100 mil 
hasta USD 50 millones. 

El Índice de Burocracia de Apertura 2026 revela una debi-
lidad crítica: formalizar una pequeña empresa requiere unas 
1,638 horas (9.5 meses laborales). Esta carga no está relacio-
nada con el nivel de ingresos ni de desarrollo del país, sino al 
compromiso nacional con la eficiencia institucional. El sector 
primario es el más afectado, mientras que los trámites especí-
ficos por actividad constituyen el principal cuello de botella. 
Tomando en cuenta el desempeño en los cinco grupos de trá-
mites de apertura, el clúster de países mejor posicionados 
es el conformado por: Brasil, Chile, República Dominicana, 
Ecuador, España, Francia, Guatemala, Guyana, Italia, México, 
Portugal, Paraguay, El Salvador, Ucrania y Uruguay.

El Índice de Burocracia de Funcionamiento 2026 revela 
que una pequeña empresa debe dedicar, en promedio, 1,178 
horas anuales para mantener su operatividad formal. Esto 
equivale al 57% del tiempo de un trabajador dedicado exclu-
sivamente a tareas administrativas, obligando en ciertos casos 
a contratar hasta dos personas para este fin. El sector secun-
dario es el más impactado, y la mayor carga proviene de certi-
ficaciones, licencias y obligaciones tributarias o de seguridad 
laboral, que conforman el núcleo de la parálisis administrativa 
en las 27 naciones analizadas. Tomando en cuenta el desem-
peño en los tres grupos de trámites de funcionamiento, los clús-
teres de países mejor posicionados son los constituidos por 19 
países: Argentina, Brasil, Costa Rica, República Dominicana, 
España, Francia, Reino Unido, Italia, México, Ucrania, Uru-
guay, Bolivia, Chile, Ecuador, Guyana, Honduras, Portugal, 
Paraguay, El Salvador.

El Índice de Burocracia de Cierre 2026 evidencia que el cese 
formal de una pequeña empresa es un proceso extremadamente 
oneroso que requiere, en promedio, 3,654 horas (casi dos años 
de gestión). El problema reside principalmente en la etapa de 
liquidación, que consume el 60% del tiempo total, seguida por 
el registro y la notificación. Mientras algunos países resuelven 
el cierre en menos de 350 horas, casos extremos como Guyana 
y República Dominicana registran periodos de 6 y 9 años. 

Tomando en cuenta el desempeño en los tres grupos de trámites 
de cierre, los clústeres constituidos por Argentina, Bolivia, 
Brasil, Colombia, Ecuador, España, Honduras, Panamá, Para-
guay, Chile, Costa Rica, Francia, Guatemala, Italia, Portugal, 
El Salvador, Ucrania y Uruguay son los mejor posicionados.

Para dimensionar la magnitud de la distorsión económica gene-
rada por el exceso burocrático, se realizó un análisis de su 
costo de oportunidad tanto para el sector privado como para 
la nación en su conjunto. Bajo este enfoque, la consolidación 
de los costos de apertura, funcionamiento y cierre revela que 
el empresariado destina USD 33 mil millones anuales exclu-
sivamente a la gestión administrativa. Es fundamental precisar 
que esta cifra representa la carga operativa y no incluye el pago 
de tasas o aranceles asociados a los trámites.

Una segunda aproximación basada en la productividad laboral 
estima que el PIB comprometido asciende a USD 140 mil 
millones anuales. Esta cifra no solo evidencia una pérdida 
masiva de eficiencia, sino que equivale aproximadamente al 
16.5% del PIB de los países analizados.

Los hallazgos presentados subrayan la necesidad de optimizar 
la eficiencia y transparencia de las administraciones públicas. 
Es fundamental que el rigor normativo coexista con la agi-
lidad administrativa; para ello, los procedimientos superfluos 
o injustificadamente intrusivos deben ser rigurosamente depu-
rados. Esta simplificación administrativa no solo constituye 
un baluarte contra la corrupción, sino que refuerza la cohesión 
social y la vigencia del Estado de derecho.

El Índice de Burocracia 2026 se consolida como un instru-
mento analítico esencial para tomadores de decisiones, el sector 
privado y la sociedad civil. Al proporcionar evidencia empí-
rica, permite identificar con precisión los obstáculos estruc-
turales y extraer lecciones de las mejores prácticas globales 
para el diseño de políticas públicas basadas en la evidencia. 
En un entorno global redefinido por la disrupción tecnológica, 
la modernización del aparato estatal no es opcional, sino una 
condición sine qua non para cimentar sociedades libres, com-
petitivas y prósperas.
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I. Burocracia: la traba invisible

1	  Weber, Max (1947). The Theory of Social and Economic Organization. Translated by A. M. Henderson and Talcott Parsons. New York: Oxford Uni-
versity Press.

2	  Niskanen, William A. (1971). Bureaucracy and Representative Government. Chicago: Aldine-Atherton.

3	  Breton, Albert & Wintrobe, Ronald (1982) The Logic of Bureaucratic Conduct: An Economic Analysis of Competition, Exchange, and Efficiency in 
a Hierarchical Organization. Cambridge: Cambridge University Press.

4	  Aberbach, Joel D., Putnam, Robert D. & Rockman, Bert A. (1981) Bureaucrats and Politicians in Western Democracies. Cambridge, MA: Harvard 
University Press.

Evolución del pensamiento sobre 
burocracia
El estudio contemporáneo de la burocracia trasciende la diná-
mica de la administración pública para imbricarse en la eco-
nomía y la ciencia política, además de buscar en la cibernética 
respuestas a sus desafíos. Históricamente, el análisis ha evolu-
cionado desde la visión sociológica clásica hacia modelos de 
incentivos y autonomía que definen la eficiencia del Estado. 
De tal manera, se ha conceptualizado la burocracia de formas 
diversas: como mecanismo racional de gobierno, como actores 
maximizadores de utilidad, como jerarquía interna competitiva 
o como una entidad política semiautónoma.

El análisis seminal de Max Weber, expuesto en The Theory 
of Social and Economic Organization (19471), se mantiene 
como el eje gravitacional del estudio burocrático. Weber con-
ceptualizó la burocracia no solo como un esquema administra-
tivo, sino como la manifestación organizativa de la autoridad 
racional-legal. Esta estructura se fundamenta en pilares institu-
cionales críticos: una jerarquía de mando inequívoca, especia-
lización funcional, contratación estrictamente meritocrática y 
una administración impersonal regida por la formalidad docu-
mental.

Lejos de ser un mero instrumento de gestión, la burocracia 
constituye una forma legítima de dominación anclada en la 
legalidad y la solvencia técnica. Su propuesta de valor para el 
sistema económico radica en la predictibilidad, la precisión y 
una competencia disciplinada. No obstante, la visión de Weber 
era profundamente ambivalente. Si bien reconoció la superio-
ridad técnica de este modelo ante la expansión de las funciones 
del Estado, advirtió sobre el riesgo sistémico de una «jaula de 
hierro»: una hiperracionalización que, en su búsqueda de efi-
ciencia, amenaza con asfixiar la libertad individual y la flexi-
bilidad organizacional

En contraste con el enfoque sociológico de Weber, Bureaucracy 
and Representative Government (19712) de William Niskanen 
aplica la teoría del public choice, presentando a los burócratas 
como actores racionales que maximizan su utilidad personal. 
Modela las agencias públicas como proveedoras monopólicas 

de servicios gubernamentales, donde los directores buscan pre-
supuestos mayores para aumentar su poder, prestigio y compen-
sación. Los problemas de principal-agente entre las agencias y 
los legisladores permiten a los burócratas obtener presupuestos 
superiores al óptimo social, haciendo que la expansión sea inhe-
rente a los sistemas políticos actuales. Mientras Weber enfa-
tiza la racionalidad guiada por reglas y la superioridad técnica, 
Niskanen destaca el interés propio estratégico y el comporta-
miento político, replanteando la burocracia como un partici-
pante activo en relaciones principal-agente. Esta perspectiva 
desplazó la atención de las estructuras formales hacia los sis-
temas de incentivos e inspiró una amplia investigación sobre 
monitoreo, contratación y restricciones institucionales.

The Logic of Bureaucratic Conduct (19823) de Breton y Win-
trobe refina la perspectiva económica. Rechazando la pura 
maximización del presupuesto, describen la burocracia como 
una jerarquía multinivel en la que superiores y subordinados 
intercambian lealtad por recursos y apoyo. La autoridad se man-
tiene no solo mediante posiciones formales, sino a través de la 
competencia interna y el cumplimiento negociado. Su análisis 
se centra en la relación entre control y discreción dentro de las 
jerarquías, enfatizando las dinámicas internas por encima de la 
supervisión legislativa externa exclusiva. Al combinar la mode-
lación económica con la sociología, demuestran que el desem-
peño burocrático depende tanto de las estructuras de incentivos 
como de las relaciones jerárquicas.

Aberbach, Putnam y Rockman, en Bureaucrats and Politicians 
in Western Democracies (19814) ofrecen una perspectiva empí-
rica y comparativa. Basándose en encuestas internacionales, 
desafían la separación convencional entre política y administra-
ción, encontrando en su lugar una considerable convergencia: 
los altos funcionarios civiles participan frecuentemente en la 
definición de agendas, la negociación de políticas y roles polí-
ticos. Esto difumina la distinción ideal de Weber entre com-
petencia técnica neutral y liderazgo político electo, sugiriendo 
que la gobernanza moderna a menudo implica autoridad com-
partida y límites difusos. Así, la autonomía burocrática surge 
no solo de las protecciones legales, sino de una profunda inte-
gración en las redes de formulación de políticas.
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El artículo de Guy Peters de 20225, Understanding Bureau-
cratic Autonomy: Existing Approaches and a Way Forward, 
sintetiza décadas de investigación sobre las fuentes y el alcance 
de la independencia de las agencias. Distingue entre autonomía 
formal, autonomía de facto y autonomía reputacional. Peters 
presenta la autonomía como variable, relacional y específica 
del contexto en diferentes dominios de política y entornos ins-
titucionales, moldeada por condiciones políticas, capacidad 
administrativa y legitimidad externa.

Un tema recurrente en estas perspectivas es la discrecionalidad: 
el grado de autoridad interpretativa que ejercen los burócratas 
y las condiciones en las que lo hacen. Este enfoque conduce 
naturalmente al concepto de burocracia a nivel de calle (street-
level bureaucracy), que se refiere al poder significativo de toma 
de decisiones que poseen los empleados públicos de primera 
línea, policías, maestros, trabajadores sociales, inspectores y 
roles similares, quienes implementan directamente las polí-
ticas a través de interacciones cotidianas con los ciudadanos. 
Confrontados con recursos limitados, directivas ambiguas y 
brechas inevitables en la supervisión, estos funcionarios trans-
forman leyes generales en resultados concretos. En términos 
weberianos, ocupan los niveles inferiores de la jerarquía racio-
nal-legal; en el modelo de Niskanen, forman agentes anidados 
en cadenas extendidas de principal-agente; en el análisis de 
Peters, a menudo ejercen una autonomía de facto sustancial a 
pesar de una independencia formal limitada.

Aunque gran parte de la teoría burocrática se concentra en los 
funcionarios de alto rango, los efectos reales de las políticas 
dependen frecuentemente de los juicios de estos burócratas de 
primera línea. Estos trabajadores modifican la experiencia de 
los ciudadanos con el gobierno, y sus decisiones discrecionales 
pueden reforzar o socavar la equidad, la rendición de cuentas 
y la legitimidad. El concepto afirma la perspicacia de Weber 
sobre la necesidad de aplicación rutinizada de las reglas y, al 
mismo tiempo, expone los límites inherentes de una administra-
ción puramente basada en reglas: la discreción es inevitable, lo 
que hace del juicio un elemento esencial de los procedimientos 
y trámites burocráticos.

Sobrecarga burocrática: una paradoja
Dentro de los estudios contemporáneos de gobernanza, existe 
una paradoja persistente que ha sido el foco de una vertiente 
de la literatura: a pesar de las continuas promesas políticas de 
desregulación y de simplificación administrativa, el volumen 
y la complejidad de las normas siguen aumentando. Un punto 
en común en estos trabajos es que la expansión de las reglas 
no se origina únicamente en la ineficiencia burocrática, sino en 
incentivos estructurales profundos inherentes a los esquemas 
modernos de gobernanza y a consideraciones políticas.

5	  Peters, B. Guy. (2022). “Understanding Bureaucratic Autonomy: Existing Approaches and a Way Forward.” Public Management Review 24(4): 513–
530.

6	  Bozeman, B. (1993). “A theory of government red tape.” Journal of Public Administration Research and Theory, 3(3), 273–304.

7	  Kaufmann, W., & van Witteloostuijn, A. (2017). “Do rules breed rules? Vertical rule-making cascades at the supranational, national, and organiza-
tional levels” Organization Studies, 38(3–4), 381–403.

8	  Jakobsen, M. L., & Mortensen, P. B. (2016). How politics shapes the growth of rules. Governance, 29(1), 39–55.

Un marco clave para explicar la proliferación de normas guber-
namentales es la teoría de Bozeman (19936). En este modelo, el 
desarrollo y la codificación de reglas en el gobierno se conciben 
como una actividad esencialmente neutral. Esta formalización 
implica la documentación estandarizada de procedimientos que 
permite a las administraciones funcionar de manera predecible 
y transparente. Sin embargo, Bozeman sostiene que los mismos 
mecanismos que producen una formalización beneficiosa tam-
bién pueden generar burocracia perjudicial. Estas normas dis-
funcionales surgen en los gobiernos a través de dos vías: la 
burocracia por origen de la regla, que se refiere a normas que 
son defectuosas o contraproducentes desde el momento mismo 
de su introducción; y la burocracia por evolución de la regla, 
que alude a reglas que comienzan con objetivos legítimos pero 
que se vuelven engorrosas con el tiempo a medida que cam-
bian los contextos o se añaden procedimientos adicionales. Con 
el tiempo, incluso reglas diseñadas para mejorar la eficiencia 
pueden perder su utilidad mientras mantienen sus cargas admi-
nistrativas.

Una mayor comprensión de la acumulación de reglas pro-
viene de los estudios sobre cascadas verticales de normativa. 
Kaufmann y van Witteloostuijn (20177) investigan cómo las 
normas establecidas en niveles superiores de gobernanza con 
frecuencia generan una mayor producción normativa en niveles 
inferiores. En sistemas de gobernanza multinivel, las regula-
ciones supranacionales o nacionales requieren interpretación y 
aplicación práctica por parte de las agencias ejecutoras. En con-
secuencia, estas entidades suelen elaborar directrices internas, 
protocolos y estándares para definir responsabilidades, armo-
nizar prácticas y cumplir con las obligaciones impuestas desde 
los niveles superiores. Este proceso de adaptación genera reglas 
adicionales dentro de los organismos gubernamentales, pro-
duciendo cadenas de elaboración normativa que se acumulan 
con el tiempo. De este modo, los autores sugieren que la pro-
liferación de reglas suele ser una característica inherente a las 
arquitecturas de gobernanza, más que el resultado de excesos 
burocráticos aislados.

Las motivaciones políticas también impulsan la expansión 
regulatoria. Jakobsen y Mortensen (20168) exploran cómo las 
agendas políticas cambiantes influyen en el crecimiento de las 
normas administrativas. Los políticos recurren con frecuencia 
a nuevas reglas para promover objetivos de política pública, 
responder a preocupaciones sociales y proyectar determinación 
ante los votantes. Dado que promulgar nuevas regulaciones 
suele atraer más atención que derogar las existentes, las pre-
siones electorales tienden a favorecer la acumulación regula-
toria. La principal implicación de su estudio es que la creación 
de burocracia está estrechamente vinculada a fuerzas políticas, 
por lo que no puede entenderse únicamente como una actividad 
técnica aislada.
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Gratton et al. (20219) profundizan en la interacción entre los 
incentivos políticos y la complejidad burocrática al centrarse 
en la sobreproducción de normas. Su modelo plantea que la 
burocracia ineficiente dificulta que los políticos evalúen el 
desempeño de las leyes existentes. Como respuesta, los legis-
ladores pueden intentar presentarse como reformistas mediante 
la introducción de nuevos proyectos de ley. Esto puede generar 
un exceso de legislación, a menudo redundante o contradictoria 
con normas previas. Los autores describen el resultado como un 
marco kafkiano, marcado por un entramado legal complejo y 
desorden procedimental. Al centrarse en los incentivos de corto 
plazo que enfrentan los políticos, este modelo intenta explicar 
el crecimiento sostenido de las reglas y de la burocracia.

Trabajos más recientes permiten comparar y sistematizar estu-
dios que analizan el crecimiento burocrático y regulatorio. 
Hinterleitner et al. (202310) plantean este fenómeno como 
un elemento estructural central de la gobernanza contempo-
ránea. Identifican factores como el aumento de las expectativas 
sociales, la fragmentación institucional y la preferencia de los 
políticos por añadir nuevas capas de regulación y burocracia a 
los marcos existentes en lugar de sustituirlos. Esto conduce a 
una acumulación incremental de burocracia y regulación, pro-
duciendo conjuntos de políticas cada vez más densos. Paradó-
jicamente, las reformas orientadas a la simplificación suelen 
introducir nuevas obligaciones, lo que termina alimentando un 
mayor crecimiento de las reglas.

Fernández-i-Marín et al. (202111) analizan el exceso de acu-
mulación de políticas en relación con las capacidades admi-
nistrativas mediante el concepto de sobrecarga burocrática. 
Este estudio muestra una brecha creciente entre el volumen 
de políticas y los recursos disponibles para su implementa-
ción. A medida que proliferan nuevas reglas, las agencias 
enfrentan presiones cada vez mayores para aplicarlas, super-
visarlas y hacerlas cumplir. Sin incrementos proporcionales en 
los recursos, esto genera dificultades de implementación, como 
retrasos, menor efectividad y divergencias entre las normas for-
males y los resultados reales (por ejemplo, entre los tiempos 
oficialmente establecidos para los trámites y los tiempos efec-
tivamente transcurridos).

En conjunto, estos estudios indican que la expansión de la 
burocracia y de los procedimientos surge de una combinación 
de incentivos políticos, diseños institucionales y adaptaciones 
organizativas. La competencia electoral impulsa a los legisla-
dores a aprobar nuevas regulaciones para demostrar actividad 
y compromiso. Los sistemas multinivel generan cascadas de 
elaboración normativa a medida que los mandatos de niveles 
superiores se traducen en operaciones de niveles inferiores. 
Al mismo tiempo, la superposición de políticas y la escasa 
derogación de normas existentes mantienen una acumulación 

9	  Gratton, G., Guiso, L., Michelacci, C., & Morelli, M. (2021) “From Weber to Kafka: Political instability and the overproduction of laws”. American 
Economic Review, 111(9), 2964–3003.

10	  Hinterleitner, M., Knill, C., & Steinebach, Y. (2023) “The growth of policies, rules, and regulations: A review of the literature and research agenda”. 
Regulation & Governance, 17(4), 1298–1316.

11	  Fernández-i-Marín, X., Knill, C., & Steinebach, Y. (2021). “Bureaucratic overburdening in advanced democracies”. Governance, 34(3), 731–748.

12	  Cieslak, V. & Levy Carciente, S. (2026) “The Digital Architect: How AI is Rebuilding the Modern Bureaucracy” Latin Trade, March 16 [https://latin-
trade.com/2026/03/16/the-digital-architect-how-ai-is-rebuilding-the-modern-bureaucracy-a-column-by-veronika-cieslak-and-sary-levy-carciente/]

regulatoria constante. Estos patrones dificultan el éxito de las 
reformas destinadas a reducir la burocracia.

Burocracia y transformación digital
Ante la necesidad de diseñar sistemas que armonicen la infraes-
tructura tecnológica con marcos legales y procesos administra-
tivos ágiles, la digitalización deja de ser una opción periférica 
para convertirse en el eje de la competitividad estatal, exigiendo 
una transición desde silos de información aislados hacia eco-
sistemas interoperables que garanticen la transparencia y la 
rendición de cuentas en la gestión pública.

La integración de herramientas digitales y de inteligencia artifi-
cial permite vislumbrar una reducción significativa de la carga 
administrativa y una mayor precisión en la implementación de 
políticas. Sin embargo, este proceso no está exento de desafíos 
y peligros estructurales; la digitalización mal ejecutada corre 
el riesgo de automatizar la ineficiencia, crear nuevas capas de 
complejidad normativa o profundizar la “jaula de hierro” de la 
hiperracionalización que ya advertía la teoría clásica. Así, la tec-
nología emerge como un arma de doble filo que exige un diseño 
institucional riguroso para evitar que la modernización se con-
vierta en una fuente adicional de sobrecarga o en una amenaza 
a la discrecionalidad necesaria para una gobernanza justa.

Asimismo, la implementación de esta transformación digital 
enfrenta desafíos estructurales como la inercia institucional, 
donde las burocracias tradicionales suelen replicar procesos 
analógicos bajo fachadas digitales, y la fragmentación norma-
tiva que desincentiva la innovación. Por ello, la seguridad y la 
privacidad de los datos se posicionan como pilares de la con-
fianza ciudadana, siendo indispensables para mantener la legi-
timidad de cualquier sistema de gobernanza digital.

Para el sector empresarial y los hacedores de política, una arqui-
tectura digital robusta es la herramienta definitiva para mitigar 
la sobrecarga administrativa, reduciendo los costos de transac-
ción mediante la identidad digital y la automatización de trá-
mites. Al facilitar una gobernanza basada en datos y en tiempo 
real, se permite el diseño de políticas públicas más precisas que 
atraen capital y talento. 

En un reciente trabajo de Cieslak y Levy Carciente12 se destaca 
la presencia de cuatro dimensiones de la transformación impul-
sada por IA: a) coordinación y control algorítmico, b) redistri-
bución de la discreción entre actores humanos y máquinas, c) 
desafíos de legitimidad y confianza; y d) cambios en las rela-
ciones de poder en la interacción humano-IA. Estas dimen-
siones revelan que la IA remodela la burocracia a través de 
procesos organizacionales, institucionales y políticos y no úni-
camente por su impacto tecnológico. Asimismo, destacan las 
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autoras que la el grado de preparación para la IA está fuerte-
mente asociado con la calidad regulatoria, pero débilmente rela-
cionado con la eficiencia administrativa de cara a las empresas, 
lo que indica que estas representan dimensiones de desempeño 
distintas. Los hallazgos resaltan que el cambio administrativo 
impulsado por la IA es desigual y específico del dominio, lo 
que subraya la necesidad de desagregar la calidad burocrática al 
evaluar las implicaciones de la IA para la gobernanza pública. 
Finalmente, el documento subraya que la transformación digital 
no constituye una simple actualización tecnológica, sino una 
reconfiguración profunda de la arquitectura institucional y ope-
rativa de la administración pública para la era de la información.

Vale destacar que, en última instancia, el éxito de esta transfor-
mación reside en el liderazgo para reformar las instituciones, 
asegurando que el Estado funcione como un facilitador del 
dinamismo económico en el siglo XXI, que a su vez impulse 
entornos de libertad.

Burocracia y ciclo de vida de la empresa
La interacción entre la administración pública y el sector pri-
vado no es un fenómeno estático, sino un proceso dinámico 
donde la burocracia actúa como un filtro determinante para la 
supervivencia y expansión de las unidades económicas. Este 
impacto se manifiesta de forma regresiva, afectando con espe-
cial severidad a la pequeña empresa, la cual carece de las eco-
nomías de escala y la estructura administrativa necesarias para 
absorber los elevados costos de cumplimiento.  

La importancia de este segmento es capital: a nivel global, las 
micro, pequeñas y medianas empresas (MiPyMEs) representan 
cerca del 90% del tejido empresarial y generan más del 50% 
del empleo mundial. En las economías emergentes, esta cifra 
es aún más contundente, pues las PyMEs formales contribuyen 
hasta con el 40% del Producto Interno Bruto (PIB) nacional, 
una proporción que se eleva significativamente cuando se con-
tabiliza el sector informal (World Bank, 202413; IFC, 202514).

En América Latina y el Caribe, el peso de la pequeña empresa 
es estructuralmente decisivo, pero enfrenta desafíos de produc-
tividad críticos. Según datos de la CEPAL y la OIT (202415, 
202516), las MiPyMEs constituyen más del 99,5% del total de 
empresas en la región y son responsables de generar el 60% del 
empleo productivo formal. Sin embargo, su contribución al PIB 
regional es proporcionalmente menor que en los países de la 

13	  World Bank. (2024). Small and Medium Enterprises (SMEs) Finance: Improving SMEs’ access to finance and finding innovative solutions to unlock 
sources of capital. Washington, DC: World Bank Group. [https://www.worldbank.org/en/topic/smefinance]

14	  International Finance Corporation, IFC (2025). MSME Economic Outlook 2025: Bridging the digital and financing gap for global MSMEs. Washin-
gton, DC: World Bank Group.

15	  OIT. (2024). Informe Mundial sobre Salarios 2024-2025: ¿Está disminuyendo la desigualdad salarial a nivel mundial? Ginebra: Oficina Internacional 
del Trabajo. ISBN 978-92-2-040188-0

16	  OIT. (2025). Perspectivas Sociales y del Empleo en el Mundo: Tendencias 2025 (WESO Trends). Ginebra: Oficina Internacional del Trabajo.

17	  Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL. (2024). Panorama Estratégico de las MIPYME en América Latina y el Caribe: Bre-
chas de productividad y desafíos de formalización. Santiago: Naciones Unidas.

18	  Banco Interamericano de Desarrollo (2025). El motor de la recuperación: Las PyMEs en la estructura productiva de América Latina y el Caribe. 
Washington, DC: BID.

19	  Bentolila, S., Dolado, J. J., & Jimeno, J. F. (2012). “Reforming an Emerging Dual Labor Market: The Case of Spain”. Business School, Universidad 
de Navarra (IESE) y CEPR Discussion Paper No. 8643

OCDE (alrededor del 25% frente al 50-60%), lo que evidencia 
una brecha de productividad desafiante. A pesar de esta brecha, 
estas empresas son el principal motor de ingresos para las fami-
lias latinoamericanas, actuando como el ‘antídoto más eficaz 
contra la pobreza’ al proporcionar sustento directo a millones 
de hogares. Su rol en la generación de puestos de trabajo es 
vital en un contexto donde el crecimiento del empleo regional 
se ha ralentizado a tasas del 1,7% anual, siendo las pequeñas 
unidades las que absorben la mayor parte de la fuerza laboral 
joven y vulnerable (CEPAL, 202417; BID, 202518).

En la fase de nacimiento de la empresa -desde su registro hasta 
su puesta en marcha- la denominada burocracia por origen de 
la regla (Bozeman 1993) establece barreras de entrada que a 
menudo superan la capacidad inicial de los emprendedores. 
Cuando los trámites son excesivamente onerosos, se genera 
un incentivo perverso hacia la informalidad como único meca-
nismo de supervivencia, lo que impide que la empresa nazca 
legalmente y limita su acceso a financiamiento, y protección 
jurídica.

A medida que la empresa entra en su fase de crecimiento y esca-
lamiento, se enfrenta a una cascada normativa donde la expan-
sión operativa suele activar regulaciones de múltiples niveles 
-local, nacional, supranacional y sectorial- que se acumulan 
sin una derogación proporcional de las normas anteriores. Este 
fenómeno suele derivar en la trampa del enanismo, una situa-
ción donde las pequeñas empresas prefieren mantenerse en 
un tamaño reducido para evitar nuevas capas de supervisión 
y cargas administrativas que erosionarían su competitividad 
(Bentolila, Dolado & Jimeno, 201219). En la etapa de madurez 
e innovación, la burocracia por evolución, reglas que pierden 
su utilidad, pero mantienen su carga, drena recursos financieros 
y humanos que deberían destinarse a la investigación y el desa-
rrollo. La jaula de hierro advertida por Weber se materializa 
asfixiando la flexibilidad para innovar e incrementar la produc-
tividad, indispensables en mercados globales. 

En la fase de salida o cierre de las empresas, los procesos de 
liquidación complejos actúan como barreras que atrapan capital 
en unidades improductivas, distorsionando la contabilización 
real del número de empresas activas en cada sector productivo, 
región o país. Esta distorsión en la contabilización real repre-
senta un fallo de información crítico que altera la percepción 
de la salud económica de una nación. 

Cuando la burocracia por origen de la regla establece barreras 
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de entrada excesivamente onerosas, una proporción signifi-
cativa del parque empresarial opta por la informalidad como 
mecanismo de supervivencia, lo que genera un subregistro que 
invisibiliza el tamaño real del sector productivo. Esta desco-
nexión entre el registro oficial y la realidad económica impide 
que los hacedores de política diseñen estrategias precisas para 
el impulso a la innovación o la ampliación de la base tributaria, 
ya que se basan en un censo fragmentado que ignora la diná-
mica de las pequeñas empresas informales.

Por otro lado, la fase de salida del ciclo de vida empresarial 
también contribuye a esta distorsión debido a la acumulación 
de reglas y la complejidad de los procesos de liquidación. Al 
existir barreras de salida elevadas, muchas empresas que han 
cesado operaciones permanecen formalmente activas en los 
registros gubernamentales, actuando como empresas zombis 
que inflan las estadísticas oficiales. Esta sobrecarga administra-
tiva, marcada por un entramado legal complejo, genera retrasos 
y divergencias entre los tiempos oficiales de los trámites y la 
realidad operativa, lo que termina por viciar los datos sobre la 
demografía empresarial.

La falta de ecosistemas interoperables y la fragmentación nor-
mativa dificultan una gobernanza basada en datos en tiempo 
real, lo que agrava la falta de transparencia y rendición de 
cuentas. Sin una arquitectura digital robusta que permita una 
identidad digital unificada, el Estado no puede mitigar la 
sobrecarga ni realizar un seguimiento veraz del tránsito de las 
empresas desde su nacimiento hasta su madurez. Corregir esta 
distorsión es fundamental no solo para la recaudación fiscal efi-
ciente, sino para que el Estado funcione como un facilitador que 
impulse entornos de libertad y dinamismo económico basados 
en la realidad de sus actores productivos.

Por último, aunque no por ello menos importante, la simplifi-
cación y agilización de los procesos administrativos no es solo 
una medida de eficiencia económica, sino una herramienta de 
primer orden en la lucha contra la corrupción y la prevención 
de la captura del Estado. La sobrecarga burocrática y el de
sorden normativo (Gratton et al., 2021, op.cit.) actúan como 
caldo de cultivo para la opacidad; cuando las reglas son exce-
sivas, contradictorias o de difícil cumplimiento, se incrementa 
el poder discrecional de los funcionarios. Esta discrecionalidad, 
sumada a la falta de interoperabilidad, genera incentivos para 
que actores privados busquen ‘atajos’ mediante sobornos o para 
que grupos de interés específicos influyan en la creación de 
nuevas reglas que les favorezcan, fenómeno conocido como 
captura regulatoria. En este contexto, el modelo de maximiza-
ción de presupuestos (Niskanen, 1971) advierte que la buro-
cracia tiende a expandirse de forma ineficiente si no se colocan 
controles de transparencia claros. Por tanto, la simplificación 
regulatoria, su agilización procesal, la estandarización de cri-
terios y la reducción del contacto discrecional innecesario 
devuelven la soberanía a la ley y protegen a la empresa de 
redes de extorsión, garantizando que el Estado funcione como 
un árbitro imparcial y no como una entidad capturada por inte-
reses particulares (Transparencia Internacional 202420).

20	  Transparencia Internacional (2024). Índice de Percepción de la Corrupción: El impacto de la burocracia y la falta de digitalización en la integridad 
pública. Berlín: Transparency International.

En última instancia, una administración pública moderna debe 
reconocer que la calidad burocrática es un factor de produc-
ción esencial, especialmente para la pequeña empresa, que es 
el motor insustituible de la dinámica social y la estabilidad del 
ingreso familiar.

Hacia una libertad sin trabas: 250 años, 
un legado
Este 2026, nos encontramos ante una coincidencia histórica de 
profunda relevancia para el pensamiento económico y político: 
el 250º aniversario de la Declaración de Independencia de los 
Estados Unidos y de la publicación de ‘Una Investigación sobre 
la Naturaleza y Causas de la Riqueza de las Naciones’ de Adam 
Smith. Ambos hitos, acaecidos en 1776, sentaron las bases de 
un orden mundial fundado en la libertad individual, la sobe-
ranía de la ley y la capacidad del mercado para generar prospe-
ridad. Sin embargo, dos siglos y medio después, el dinamismo 
que Smith describió y la autonomía que los Padres Fundadores 
defendieron enfrentan una amenaza silenciosa y persistente.

La burocracia contemporánea, lejos de limitarse a su función 
de ordenamiento técnico, se ha transformado a menudo en una 
‘traba invisible’. Esta estructura, que en su origen buscaba 
racionalidad, hoy suele operar como un impedimento sisté-
mico que asfixia el espíritu emprendedor y limita la libertad 
de acción de los ciudadanos. Cuando el exceso regulatorio y 
la sobrecarga administrativa se vuelven la norma, la libertad 
deja de ser un derecho pleno para convertirse en una concesión 
mediada por permisos, trámites y discrecionalidad funcionarial.

En este contexto conmemorativo, la lucha por la simplificación 
y la eficiencia administrativa no debe entenderse meramente 
como una reforma técnica, sino como un imperativo moral para 
recuperar los ideales de 1776. Reconocer la burocracia como 
un obstáculo a la libertad es el primer paso para transitar hacia 
una arquitectura institucional que, en lugar de aprisionar al indi-
viduo, actúe como el facilitador de ese flujo natural de esfuerzos 
que Smith consideraba la verdadera fuente de la riqueza y el 
bienestar de las naciones. Solo liberando a las unidades produc-
tivas, especialmente a las pequeñas empresas, de estas cadenas 
invisibles, podremos asegurar que el legado de libertad que hoy 
celebramos continúe floreciendo en el siglo XXI.

Índice de Burocracia 2026

La sexta edición del Índice de Burocracia 2026, desarrollado 
en el Adam Smith Center for Economic Freedom de la Florida 
International University, examina el impacto de la carga admi-
nistrativa en la pequeña empresa con el fin de promover una 
agenda de transformación hacia un futuro de dinamismo pro-
ductivo y libertades ciudadanas. 

Su objetivo es ofrecer información que oriente a los hacedores 
de política y al empresariado, proporcionando a su vez herra-
mientas para que la ciudadanía ejerza una contraloría efectiva 
sobre la administración pública. Asimismo, el índice fomenta 
el análisis crítico de la gestión estatal, promueve el principio de 
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subsidiariedad frente a la actividad privada y trabaja en favor 
de una sociedad libre, responsable y próspera.

Metodológicamente, el estudio se ha ampliado y profundizado21 
este año al cuantificar la carga burocrática en las tres etapas 
críticas del ciclo de vida empresarial: la constitución y puesta 
en marcha, el cumplimiento de los trámites recurrentes para 
mantener la formalidad operativa y, como novedad de esta edi-
ción, los procesos exigidos para el cierre de la entidad. Este 
avance en la profundidad del análisis coincide con un con-
tinuo crecimiento de la investigación, que sigue ampliando su 
alcance espacial para ofrecer una visión cada vez más integral 
del impacto burocrático en la empresa y su productividad.

En cuanto a su alcance geográfico, el índice ha logrado una 
expansión notable y cubre actualmente 27 naciones. En el 
ámbito de Latinoamérica y El Caribe, el estudio abarca 20 
países: Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa 
Rica, Ecuador, El Salvador, Guatemala, Guyana, Honduras, 
Jamaica, México, Panamá, Paraguay, Perú, República Domi-
nicana, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela. En el con-
tinente europeo, la investigación integra 7 países: Alemania, 
España, Francia, Italia, Portugal, Reino Unido y Ucrania, con-
solidándose como una referencia transatlántica sobre la efi-
ciencia administrativa.

En conjunto, la muestra representa el 12% de la población mun-
dial y cerca del 21% del producto global. Destaca la cobertura 
en América Latina y el Caribe, donde alcanza el 94.4% de la 
población y el 94.3% del PIB. Por su parte, Europa está repre-
sentada en un 50% de su población y un 59% de su producto; 
específicamente, la Unión Europea registra una representati-
vidad del 60% y 63%, respectivamente. Estas cifras subrayan 
la relevancia y el alcance de los resultados obtenidos en este 
estudio.

El levantamiento de la información requerida para los cálculos 
se realizó con el apoyo de las siguientes organizaciones/inves-
tigadores (alfabéticamente):

	• Asociación de Contribuyentes del Perú, Perú.
	• B&K Agency S.R.L. (responsable del levantamiento de 

información de Italia y Ucrania)
	• Berlin Center For Individualist Thought, Alemania
	• CEDATOS (responsable del levantamiento de información 

de Francia, Honduras, Jamaica y Venezuela)
	• Centro de Estudios para el Desarrollo, Uruguay.
	• Centro de Investigaciones Económicas Nacionales, Gua-

temala (responsable del levantamiento de información de 
Guatemala y El Salvador).

	• Dianna Dasilva-Glasgow, Guyana.
	• Fundación Innovación para el Desarrollo, Colombia.
	• Fundación Internacional para la Libertad, España
	• Fundación Libertad, Argentina.

21	  La métrica se inspiró en la desarrollada por el Instituto de Estudios Económicos y Sociales de Eslovaquia, INESS, modificando y adaptando su meto-
dología. Se avanzó la primera edición en 2021 y desde entonces ha ampliado no solo su alcance geográfico, sino su rango de evaluación, incorporando los trá-
mites de apertura y este año los de cierre, el costo de oportunidad en productividad que genera y otros análisis sectoriales

	• Fundación Libertad, Panamá.
	• Hong Wang Ngu, Reino Unido
	• IDEAS Labs, Costa Rica.
	• Institute of International Relations, University of West 

Indies, Campus de St. Augustine, Trinidad y Tobago
	• Instituto Ecuatoriano de Economía Política, Ecuador.
	• Instituto Fernando de la Mora, Paraguay.
	• Instituto Libertad y Desarrollo, Chile.
	• Instituto + Liberdade, Portugal
	• Instituto Millenium, Brasil.
	• Instituto OMG, República Dominicana.
	• Libera Bolivia, Bolivia.
	• México Evalúa, México.

Del levantamiento de información, se extraen las actividades 
productivas más representativas en cada sector económico en 
cada país, los trámites burocráticos exigidos en cada etapa 
(apertura, funcionamiento y cierre), los tiempos demandados 
en cada uno de ellos, la frecuencia con la que deben ser reali-
zados (para los de funcionamiento), para luego avanzar un aná-
lisis comparativo de los resultados y los impactos por costos 
de oportunidad en términos financieros para la empresa y de 
producto para el país. 

Ello con el objetivo de ofrecer información a los hacedores de 
política, empresarios y ciudadanos, que impulsan transforma-
ciones para favorecer mejoras en la gobernanza, la producti-
vidad y la calidad de vida ciudadana.  
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II. Resultados

II.1. Definición e identificación de la 
pequeña empresa representativa
Una de las particularidades metodológicas del Índice de Buro-
cracia es que analiza la carga regulatoria bajo el marco legal y 
normativo propio de cada país. En lugar de aplicar un modelo 
de actividad productiva estandarizado o la escogencia de alguna 
aleatoriamente, el estudio se adapta a la estructura económica 
específica de cada nación mediante una desagregación por 
sectores económicos (primario, secundario y terciario). Este 
enfoque garantiza una medición más fiel de las trabas admi-
nistrativas que realmente condicionan la productividad en cada 
país. 

Al examinar las definiciones de pequeña empresa, se observa 
que los países emplean principalmente tres criterios: el número 
de empleados, el volumen de facturación y el valor de los 
activos. En cuanto a la fuerza laboral, el límite para definir a 
la pequeña empresa en los países bajo estudio se establece por 
debajo de los 250 trabajadores, aunque el rango predominante 
oscila entre los 10 y 50 trabajadores. Existe una marcada hete-

rogeneidad en los niveles máximos de facturación anual, con un 
rango que oscila entre los USD 20 mil y los USD 60 millones, 
reflejando las disparidades y dimensiones de las economías. En 
la parte superior de la escala se encuentran las naciones euro-
peas, con techos de facturación de entre 10 y 60 millones de 
dólares. El nivel de activos se utiliza como criterio de selec-
ción en solo seis países de la muestra y los umbrales varían 
significativamente: desde un máximo de USD 100 mil hasta 
los USD 50 millones. 

El análisis de relevancia sectorial revela que la mayoría de las 
naciones estudiadas poseen una economía predominantemente 
terciaria, con aportes que superan los dos tercios del PIB, El 
sector secundario se sitúa como la segunda fuerza económica, 
oscilando entre una cuarta y quinta parte del total. 

II.2. Índice de Burocracia de Apertura
Considerando los totales ponderados por la relevancia de los 
sectores económicos en cada país de la muestra, el Índice de 
Burocracia de Apertura arroja un promedio de 1,638 horas 

Figura 1. Índice de Burocracia de Apertura 2026. País, grupo de trámites (en horas, promedio ponderado por relevancia secto-
rial) 

223
303 334 335

557 603 644
707 748

975 1,013 1,056

1,377
1,454 1,493

1,873
1,933

2,047
2,127 2,166

2,373

2,738 2,744

3,090

3,524

3,853
3,942

0

500

1,000

1,500

2,000

2,500

3,000

3,500

4,000

FRA ITA BRA PRT DOM UKR MEX ESP SLV PRY CRI URY GTM GUY ECU GBR HND BOL PAN CHL ARG VEN COL JAM TTO PER DEU

AVG Weighted I&R NAT MUN SERV ACTV

AVG: 1,638 h



17

requeridas para abrir una pequeña empresa y dejarla en con-
diciones de operar formalmente. Este valor equivale a 68 días 
continuos (de 24 horas) o bien a 205 jornadas laborales de 8 
horas, lo que representa aproximadamente 9,5 meses laborales 
dedicados exclusivamente a cumplir con los trámites adminis-
trativos exigidos. Los resultados muestran una elevada disper-
sión entre los países analizados: el valor máximo registrado 
supera en casi 18 veces al mínimo. Específicamente, el tiempo 
requerido oscila entre las 223 horas y las 3,942 horas.

Según la clasificación por ingresos del Banco Mundial, la 
muestra se compone de 12 países de ingreso alto, 12 de ingreso 
medio-alto, dos de ingreso medio-bajo y uno no clasificado 
(Venezuela). Por su parte, bajo los criterios del Fondo Mone-
tario Internacional, 6 se catalogan como economías avanzadas, 
una como emergente y en desarrollo de Europa, y 20 pertenecen 
a América Latina y el Caribe. No obstante, estas categoriza-
ciones no muestran una correlación con el posicionamiento de 
los países; se deduce, por tanto, que son los esfuerzos institucio-
nales y los compromisos políticos y técnicos internos en cada 
nación los que determinan los resultados observados.

Considerando los distintos sectores económicos, el sector que 
exhibe la mayor carga burocrática es el primario con 2,137 
horas, seguido del terciario con 1,883 horas, mientras el secun-
dario presenta 1,819 horas. 

En el marco de los requisitos para la apertura de una pequeña 
empresa, en 9 de las naciones analizadas la carga administrativa 
vinculada a los trámites específicos por actividad económica se 
posiciona como la más onerosa. Dichas gestiones representan 
en promedio el 43% del total de la carga burocrática, con una 
exigencia temporal de 706 horas. En segundo orden de rele-
vancia se ubican los trámites y permisos municipales, 

El exceso burocrático actúa como barrera de entrada que des-
alienta la creación de empresas; el costo de oportunidad y el 

agotamiento de recursos resultan prohibitivos antes de iniciar 
operaciones. Al convertir la legalidad en un proceso laberín-
tico, se empuja a las unidades productivas hacia la informalidad. 
Este fenómeno no solo precariza el empleo y reduce la recau-
dación fiscal, sino que debilita el vigor económico al privar a 
las nuevas inversiones de la seguridad jurídica necesaria para 
escalar y competir.

II.3. Índice de Burocracia de 
Funcionamiento
Los hallazgos del estudio, que abarca 27 naciones, indican que 
una pequeña empresa debe destinar, en promedio, 1,178 horas 
anuales al cumplimiento de las exigencias burocráticas necesa-
rias para operar en la formalidad. Esta cifra, calculada mediante 
un promedio ponderado según la relevancia de los sectores 
económicos en cada país, equivale a 147 jornadas laborales 
de ocho horas. Bajo un esquema estándar de 260 días labora-
bles al año (52 semanas de 5 días laborales, sin consideración 
de días festivos), este requerimiento implica que el 57% del 
tiempo de trabajo anual de un empleado se dedica exclusiva-
mente a satisfacer obligaciones administrativas impuestas por 
la burocracia pública (Ver Fig. 2).

En términos de distribución, 19 de los países analizados pre-
sentan niveles de carga burocrática por debajo del promedio, 
mientras que ocho se sitúan por encima; cabe notar que 18 
naciones del total no superan el umbral del 50% del tiempo 
anual de un trabajador. Mientras que el valor mínimo registrado 
es de 242 horas anuales -equivalentes a 30 jornadas laborales o 
al 12% de la capacidad de un trabajador- el máximo alcanza las 
3,239 horas. Esta cifra extrema representa 405 jornadas de ocho 
horas, lo que en términos operativos se traduce en la necesidad 
de contratar a tiempo completo a más de un empleado para ges-
tionar exclusivamente el cumplimiento normativo.

Figura 2. Índice de Burocracia de Funcionamiento 2026. País, tipo de trámite (horas/año promedio ponderado por relevancia 
sectorial)
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Una evaluación por sector económico nos indica que el sector 
económico menos afectado por la carga de los trámites de fun-
cionamiento es el terciario (1,077 horas anuales), seguido del 
primario (1,176 horas anuales), siendo el secundario el que 
reporta la mayor carga (1,473 horas anuales). Sin embargo, las 
diferencias entre ellos no son sustanciales.

El análisis de los resultados revela que la categoría ‘Otros’ 
constituye el segmento de mayor demanda temporal, con un 
promedio de 503 horas anuales (63 jornadas laborales), lo que 
representa el 43% del tiempo total destinado a la burocracia. 
En este apartado sobresalen, por su complejidad, las gestiones 
específicas de la actividad productiva y las derivadas de certi-
ficaciones y licencias. Cabe resaltar que este conjunto de ges-
tiones exhibe una disparidad extrema, con una amplitud de serie 
de casi 2,400 veces.

Este exceso impone un ‘techo de cristal’ al desarrollo, pues 
desvía capital humano y financiero de la innovación hacia el 
mero cumplimiento regulatorio. Además, la complejidad y los 
tiempos de espera prolongados crean un estímulo perverso a 
la corrupción, incentivando la búsqueda de atajos informales 
o sobornos para garantizar la supervivencia del negocio. En 
última instancia, la burocracia asfixia la eficiencia y degrada 
tanto la ética institucional como el clima de inversión.

II.4.	 Índice de Burocracia de Cierre
En esta edición de 2026, se ha incorporado por primera vez el 
Índice de Burocracia de Cierre, una dimensión escasamente 
abordada en la literatura económica, pero de capital importancia 
para el sector empresarial y para la evaluación de la dinámica 
productiva nacional por parte del Estado. La metodología orga-
niza las gestiones de cese en tres fases fundamentales: primero, 
la Disolución, entendida como el acto jurídico que formaliza el 
cese de actividades; segundo, la Liquidación, etapa destinada a 

la gestión de activos y pasivos para concluir definitivamente las 
operaciones; y, finalmente, el Registro y Notificación, proceso 
que garantiza la extinción legal y administrativa de la unidad 
económica ante las autoridades competentes.

En promedio, este proceso exige una dedicación de 3,654 horas 
para satisfacer la totalidad de los requerimientos burocráticos. 
Dicha cifra, calculada mediante un promedio ponderado que 
considera la relevancia de los sectores económicos en cada país, 
equivale a 457 jornadas laborales de ocho horas. En términos 
de temporalidad, este requerimiento representa una carga de 21 
meses, lo que supone casi dos años dedicados exclusivamente 
a la gestión del cese de operaciones (Fig. 3).

De igual manera, las cifras obtenidas revelan que, en 12 de los 
países analizados, el proceso de cierre empresarial se extiende 
por más de un año. Durante este periodo, las organizaciones 
deben sostener una estructura de gastos operativos y adminis-
trativos sin percibir ingresos por su actividad productiva. A 
esta carga se suman los costos financieros y pasivos laborales 
derivados de las liquidaciones de personal, así como los gastos 
asociados a la clausura contable y el pago de aranceles por la 
gestión de los trámites ante la administración pública. 

El desglose por sector económico revela que la carga admi-
nistrativa vinculada al cese de operaciones afecta de manera 
transversal a la estructura productiva, aunque con intensidades 
variables. El sector primario registra la mayor onerosidad, con 
un promedio de 3,945 horas, seguido por el secundario con 
3,671 horas y el terciario con 3,393 horas. 

El análisis de las categorías para el cierre de una empresa revela 
que la Disolución es el segmento de menor demanda relativa, 
con un promedio de 372 horas (47 jornadas), lo que representa 
menos del 10% del tiempo total del proceso. Por el contrario, 
la fase de Liquidación constituye el núcleo más crítico, con 
un promedio de 2,139 horas (267 jornadas), acaparando casi 

Figura 3. Índice de Burocracia de Cierre 2026. País, tipo de trámite (horas/año promedio ponderado por relevancia sectorial)
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el 60% de la carga temporal. Finalmente, la fase de Registro y 
Notificación consume una media de 1,270 horas (159 jornadas), 
equivalente a casi el 35% del tiempo total. 

Esta burocracia de cierre genera el fenómeno de las empresas 
zombi: unidades económicas inviables que permanecen legal-
mente activas por la imposibilidad de costear su extinción. 
Ello distorsiona las estadísticas nacionales, reflejando un 
tejido empresarial artificialmente inflado con entidades que no 
generan valor ni empleo. Asimismo, impide la destrucción crea-
tiva esencial para el dinamismo económico, atrapando activos 
y talento en estructuras fallidas en lugar de permitir su reasig-
nación hacia proyectos más competitivos.

II.5 Índice de Burocracia de Apertura, 
Funcionamiento y Cierre
Considerando que la agilidad tanto de los trámites de apertura 
como de funcionamiento y cierre revisten importancia para el 
estímulo de la inversión y de la productividad, se tomaron de 
forma conjunta, los trámites para los tres momentos y se aplicó 
un análisis de conglomerados, emergiendo del mismo tres clús-
teres de países, con claras características diferenciadas (Fig. 4). 
El Clúster 1, que incluye a Argentina, Bolivia, Brasil, Chile, 
Costa Rica, Ecuador, España, Francia, Honduras, Italia, Por-
tugal, Paraguay, El Salvador, Ucrania y Uruguay, ofrece los 
mejores resultados a nivel general, el Clúster 2 tiene margen de 
mejora en los trámites de cierre, mientras el Clúster 3 tiene, en 
general, margen de mejora en los tres tipos de trámites.

Figura 4. Índice de Burocracia combinado: Apertura, Funcionamiento y Cierre 2026. Conglomerados por totales ponderados.
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III. Costo de oportunidad de la 
burocracia

Si bien el análisis precedente ha permitido dimensionar la carga 
administrativa en términos de horas absolutas, dicha cuantifi-
cación resulta insuficiente para aprehender la complejidad del 
fenómeno económico subyacente y su impacto sobre la com-
petitividad de los países.

Para capturar la verdadera magnitud de la distorsión econó-
mica, resulta imperativo incorporar la variable del costo de 
oportunidad. Bajo esta óptica, el tiempo y el capital humano 
absorbidos por la gestión burocrática no solo constituyen una 
ineficiencia operativa, sino una detracción neta de los bene-
ficios potenciales que la economía deja de capturar. Así, la 
burocracia trasciende la categoría de gasto corriente para con-
solidarse como una fricción institucional que inhibe directa-
mente el potencial de innovación y la trayectoria de expansión 
de las organizaciones

La severidad de este costo de oportunidad es asimétrica y 
depende del entorno de productividad país. En economías de 
alto rendimiento, el tiempo capturado por la burocracia repre-
senta una pérdida sustancial de valor marginal, dado que ese 
recurso alternativo posee una alta capacidad de generación de 
eficiencia. Por el contrario, en contextos de baja productividad, 
la carga administrativa actúa como una barrera estructural que 
perpetúa el estancamiento, dificultando la transición hacia 
modelos de mayor complejidad económica. Esta distorsión se 
agudiza al considerar el ciclo de vida empresarial: mientras 
que una organización consolidada puede absorber estas exter-
nalidades, para una empresa emergente o una entidad en un 
sector intensivo en conocimiento, la rigidez normativa puede 
comprometer su viabilidad operativa y su agilidad estratégica.

La valoración de este impacto exige un análisis en el plano 
contrafactual. No se trata meramente de registrar la actividad 
presente, sino de proyectar el desarrollo que ha sido inhibido: 
la investigación no realizada, el producto no lanzado o el mer-
cado no explorado. Si bien esta dimensión conlleva una incer-
tidumbre intrínseca, es innegable que la densidad burocrática 
impone una restricción sobre las opciones estratégicas, limi-
tando la capacidad de creación de valor y el escalamiento de 
ventajas competitivas. La burocracia, por tanto, opera como un 
impuesto implícito a la agilidad organizacional.

Para traducir esta abstracción a términos financieros, una pri-
mera aproximación consiste en monetizar el tiempo laboral 
absorbido por la burocracia pública obligatoria. Bajo esta pre-
misa, se observa que la remuneración mínima promedio en 
las naciones analizadas es de USD 9 por hora, aunque con 
una dispersión de más de 15 veces entre los extremos de la 

muestra; una brecha que sitúa a Venezuela y El Salvador (sobre 
los 2USD/h) en el segmento inferior, frente a la mayor remu-
neración en Alemania (USD 31/h), Reino Unido (USD 28/h), 
Francia (USD 19/h) e Italia (USD 19/h). 

Al proyectar los valores promedio sobre el tejido empresarial, 
se evidencia que la gestión de la complejidad burocrática induce 
una fricción financiera de niveles críticos. El costo directo para 
el acceso al mercado se sitúa en USD 14,922 por concepto de 
apertura, mientras que la preservación de la vigencia legal ope-
rativa exige una erogación anual de USD 10,602. Asimismo, 
la desincorporación o cierre de empresas proceso fundamental 
para la reasignación eficiente de recursos en la economía 
impone una carga de USD 32,886 para cada empresa.

La magnitud de este fenómeno cobra una relevancia sistémica 
al escalar las cifras al parque empresarial de la muestra. Con-
siderando el promedio de 315,000 nuevas empresas anuales, 
el capital desviado únicamente para el ingreso al mercado 
asciende a USD 4,700 millones. A esto se suma el costo buro-
crático de funcionamiento, para un parque de 2.3 millones de 
empresas, representa una detracción masiva de USD 24,400 
millones anuales en flujos de caja que dejan de invertirse en 
actividades productivas. Finalmente, bajo una tasa de morta-
lidad empresarial estimada del 5% anual, los costos asociados 
a la salida del mercado drenan otros USD 3,800 millones del 
ecosistema económico. 

La consolidación de los costos de apertura, funcionamiento 
y cierre revela que el empresariado invierte USD 32.8 mil 
millones al año en gestión burocrática. Es importante sub-
rayar que esta cifra excluye el pago de tasas o precios públicos 
asociados a cada trámite. En términos agregados, estas cifras 
no representan simplemente un gasto administrativo, sino una 
transferencia de valor desde el sector productivo hacia la inefi-
ciencia procedimental, limitando severamente la capacidad de 
capitalización y crecimiento de las naciones bajo estudio.

Los cálculos anteriores utilizan el promedio anual de empresas 
totales y de nueva creación dentro de las naciones analizadas. 
La muestra exhibe una heterogeneidad significativa: el número 
total de empresas oscila desde menos de 200,000 en Guyana, 
Trinidad y Tobago, República Dominicana y Uruguay, hasta 
más de 5 millones en el Reino Unido, México, Italia y Francia. 
Brasil representa el extremo superior con 18 millones de firmas. 
Una disparidad similar existe en la creación de empresas; mien-
tras que Costa Rica, Panamá y Guyana registran menos de 2,000 
nuevas empresas anualmente, Francia supera el millón y Brasil 
alcanza los 4 millones.



Es fundamental subrayar que la cifra anterior excluye el pago 
de tasas o cargos públicos asociados a cada trámite específico. 
En términos agregados, estas cifras no representan meramente 
un gasto administrativo, sino más bien una transferencia de 
valor del sector productivo hacia la ineficiencia procedimental, 
limitando así severamente la capacidad de formación de capital 
y crecimiento en las naciones objeto de estudio.

El ejercicio anterior cuantifica la carga directa que las empresas 
asumen para alcanzar la formalidad, mantener su vigencia ope-
rativa y ejecutar cierres operativos, basándose en el costo de 
oportunidad del capital humano, valorado en términos del 
salario promedio. No obstante, este análisis representa apenas 
un límite inferior (o cota mínima) del problema, ya que no logra 
capturar la distorsión sistémica resultante de la reasignación de 
recursos estratégicos hacia funciones no productivas.

Desde una perspectiva macroeconómica, la magnitud de estos 
costos actúa como un desincentivo estructural a la formaliza-
ción, exacerbando la precariedad laboral y erosionando la base 
impositiva que sustenta la capacidad recaudatoria del Estado. 
Es imperativo aclarar que este cálculo se limita estrictamente 
al valor del tiempo de trabajo invertido; por consiguiente, el 
impacto financiero real es sustancialmente mayor una vez que 
se integran las tasas impositivas, los derechos administrativos y 
otros costos transaccionales inherentes a la gestión burocrática.

Una segunda aproximación al costo de la burocracia se obtiene 
al analizar el valor de la productividad laboral comprometida. 
De acuerdo con la definición de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT), la productividad laboral se refiere al volumen 
de producción (medido en términos de producto interno bruto) 
generado por unidad de trabajo (ya sea personas empleadas u 
horas trabajadas) en un período determinado.

Utilizando los datos de PIB del 2024 por hora trabajada (ajus-
tados por paridad de poder adquisitivo en valores constantes de 
2021), se observa que la productividad promedio de los países 
analizados es de USD 38,23. Existe una brecha significativa 
entre los extremos: mientras que los niveles más altos se regis-
tran en Guyana (USD 146,50), seguido por Alemania (USD 
84,25) y Francia (USD 82,00); los niveles más bajos se con-
centran en Bolivia (USD 8.99) and El Salvador (USD 12,11).

Disparidades similares son evidentes en la escala de las econo-
mías. Mientras que el PIB promedio de la muestra es de USD 

846 mil millones, la brecha entre las economías más grandes 
y las más pequeñas es abismal. En el extremo superior, Ale-
mania (USD 4.7 billones), el Reino Unido (USD 3.7 billones) y 
Francia (USD 3.1 billones) dominan el grupo. Por el contrario, 
el extremo inferior está representado por economías signifi-
cativamente menores, como Jamaica (USD 22 mil millones), 
Guyana (USD 24.7 mil millones) y Trinidad y Tobago (USD 
25.6 mil millones).

Tomando como base un promedio de 2.3 millones de empresas 
activas, la creación anual de 312,000 unidades productivas y 
una tasa de cierre del 5%, el impacto económico de la buro-
cracia es significativo. El costo por apertura asciende a USD 
19.9 mil millones, el de funcionamiento a USD 103.5 mil 
millones y el de cierre a USD 16 mil millones. En conjunto, 
estas cifras totalizan USD 140 mil millones anuales, monto 
que equivale aproximadamente al 16.5% del PIB de los países 
analizados.

La interacción entre la burocracia del ciclo de vida de la 
empresa, la productividad y el tamaño de la base productiva 
genera un impacto altamente diferenciado a lo largo de la 
muestra. En términos absolutos, el costo de oportunidad buro-
crático de Alemania supera los USD 900 mil millones anuales, 
lo que representa más del 19% de su PIB. Le siguen Francia, 
con casi USD 440 mil millones (14% del PIB), y el Reino 
Unido, con aproximadamente USD 390 mil millones (más del 
10% del PIB). En el otro extremo del espectro, Honduras y El 
Salvador se sitúan por debajo de los USD 2 mil millones, con 
menores costos de oportunidad. 2.7% y 5.4% del PIB, respec-
tivamente. Es de destacar que, en economías como Trinidad y 
Tobago, Guatemala, Portugal, Panamá, Jamaica y Perú, el costo 
de oportunidad de la burocracia es particularmente agudo, osci-
lando entre el 20% y el 45% del PIB, independientemente de 
su valor absoluto.

En última instancia, el impacto real de la burocracia trasciende 
las cifras monetarias. Estos costos representan una barrera crí-
tica para el tejido empresarial, especialmente para las pequeñas 
empresas que carecen de economías de escala. Al desviar 
recursos hacia procesos administrativos, se frena la innova-
ción y la competitividad, generando un efecto negativo despro-
porcionado que limita el desarrollo económico integral.
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IV. Resumen de resultados y 
comentarios finales

	• El Índice de Burocracia 2026 ofrece resultados para 
27 países, 20 de Latinoamérica y El Caribe (Argentina, 
Bolivia, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Ecuador, El 
Salvador, Guatemala, Guyana, Honduras, Jamaica, México, 
Panamá, Paraguay, Perú, República Dominicana, Trinidad 
y Tobago, Uruguay y Venezuela) y 7 de Europa (Alemania, 
España, Francia, Italia, Portugal, Reino Unido y Ucrania). 
La muestra representa el 12% de la población mundial y 
cerca del 21% del producto global. En América Latina y el 
Caribe, la cobertura alcanza el 94.4% de la población y el 
94.3% del PIB, mientras en Europa a un 50% de su pobla-
ción y un 59% de su producto.

	• En esta edición, el Índice de Burocracia asume el reto de 
analizar los tres momentos del ciclo de vida empresarial: 
apertura, funcionamiento y cierre.

	• El Índice de Burocracia de Apertura 2026 revela una debi-
lidad crítica: formalizar una pequeña empresa requiere unas 
1,638 horas (9.5 meses laborales) y los resultados no están 
relacionados con el nivel de ingresos ni de desarrollo del 
país. El sector primario es el más afectado, mientras que 
los trámites específicos por actividad constituyen el prin-
cipal cuello de botella. El conglomerado de países mejor 
posicionados en la apertura de empresas es el conformado 
por: Brasil, Chile, República Dominicana, Ecuador, España, 
Francia, Guatemala, Guyana, Italia, México, Portugal, Para-
guay, El Salvador, Ucrania y Uruguay.

	• El Índice de Burocracia de Funcionamiento 2026 revela 
que la pequeña empresa compromete 1,178 horas anuales 
para mantener su operatividad formal. Esto equivale al 
57% del tiempo de un trabajador dedicado exclusiva-
mente a tareas administrativas. El sector secundario es el 
más afectado, y la mayor carga proviene de certificaciones, 
licencias y obligaciones tributarias o de seguridad laboral. 
Los conglomerados mejor posicionados en los tres grupos 
de trámites de funcionamiento incluyen los siguientes 19 
países: Argentina, Brasil, Costa Rica, República Domini-
cana, España, Francia, Reino Unido, Italia, México, Ucrania, 
Uruguay, Bolivia, Chile, Ecuador, Guyana, Honduras, Por-
tugal, Paraguay, El Salvador.

	• El Índice de Burocracia de Cierre 2026 evidencia que el 
cese formal de una pequeña empresa es un proceso extre-
madamente oneroso que requiere, en promedio, 3,654 horas 
(casi dos años). El principal problema reside en la etapa de 
liquidación, que consume el 60% del tiempo total, seguida 
por el registro y la notificación. Mientras algunos países 

resuelven el cierre en menos de 350 horas, otros países 
registran periodos de 6 y 9 años. Tomando en cuenta el 
desempeño en los tres grupos de trámites de cierre, los clús-
teres constituidos por Argentina, Bolivia, Brasil, Colombia, 
Ecuador, España, Honduras, Panamá, Paraguay, Chile, Costa 
Rica, Francia, Guatemala, Italia, Portugal, El Salvador, 
Ucrania y Uruguay son los mejor posicionados.

	• Para dimensionar la magnitud de la distorsión económica 
generada por el exceso burocrático, se realizó un análisis de 
su costo de oportunidad tanto para el sector privado como 
para la nación en su conjunto. En el primer caso, la conso-
lidación de los costos de apertura, funcionamiento y cierre 
revela que el empresariado destina USD 33 mil millones 
anuales exclusivamente al cumplimiento burocrático. Esta 
cifra representa no incluye el pago de tasas o aranceles aso-
ciados. La segunda aproximación basada en la productividad 
laboral, estima que el PIB comprometido asciende a USD 
140 mil millones anuales. Esta cifra equivale al 16.5% del 
PIB de los países analizados.

	• Si bien existe consenso global sobre la importancia de la 
gobernanza sistémica y la solidez institucional, los hallazgos 
de esta investigación evidencian la imperativa urgencia de 
intervenir las estructuras burocráticas que rigen la actividad 
productiva. 

	• La eficiencia y la transparencia administrativa han dejado 
de ser atributos meramente deseables para convertirse en 
precondiciones esenciales de competitividad. Resulta 
indispensable garantizar que las exigencias legítimas del 
Estado se gestionen bajo principios de agilidad y certi-
dumbre jurídica. Simultáneamente, se deben identificar y 
suprimir aquellos procedimientos superfluos, redundantes 
o excesivamente intrusivos que, lejos de añadir valor, asfi-
xian la iniciativa privada y erosionan la libertad económica.

	• En virtud de lo anterior, el Índice de Burocracia se cons-
tituye como un instrumento analítico de alto nivel para los 
tomadores de decisiones, el sector empresarial y la sociedad 
civil. Su propósito trasciende la medición: busca proveer la 
evidencia empírica necesaria para rediseñar estrategias ins-
titucionales, optimizar marcos normativos y fundamentar 
decisiones orientadas a eliminar los cuellos de botella que 
limitan el potencial productivo. En última instancia, este 
esfuerzo aspira a consolidar entornos de mayor libertad y 
prosperidad.
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“La burocracia es el enemigo número uno del crecimiento y 
la libertad. El Índice de Burocracia 2026 pone al descubierto 
la realidad de un aparato estatal que encadena a los empren-
dedores y aplasta la innovación. El Índice ofrece una hoja de 
ruta indispensable para desmantelar las regulaciones, simpli-
ficar el gobierno y eliminar el poder que no rinde cuentas.”

Liz Truss 
Ex primera ministra del Reino Unido

“El Índice de Burocracia del Centro Adam Smith es una 
herramienta útil que mide los requisitos administrativos 
que enfrentan las empresas al iniciar y operar en una eco-
nomía. Para los formuladores de políticas comprometidos 
con la reforma estructural, este índice sirve como un punto 
de referencia del progreso y proporciona datos para conti-
nuar construyendo un entorno empresarial más predecible, 
eficiente y competitivo donde las empresas prosperen.”

María Luisa Hayem 
Ministra de economía de El Salvador 
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